Amparo

El amparo es una garantía constitucional, es una herramienta que sirve para accionar ante una lesión, violación, alteración o restricción de un derecho y reponer ese derecho previamente violado.

¿Frente a que situaciones voy a utilizar esta garantía?

Hay amparo frente:

· Lesión: Manifiestamente ilegitima y/o arbitraria.

· Debe ser actual o inminente: Cierta, Fatal.

· Producto de la acción u omisión.

· Emanada de autoridad publica o particular.

· Dirigido a proteger un derecho que emane de la constitución nacional, tratado internacional o ley federal.

· Opera siempre que no exista otro medio judicial más idóneo.

Ahora bien, sabemos que el amparo se plasmó legislativamente en nuestro ordenamiento jurídico recién en 1966, con la sanción de la ley 16.986. Pero en esa fecha el amparo no surgió improvisadamente en la mente del legislador, sino que, por el contrario, ya se había acumulado una importante cantidad de fallos, normas, proyectos y estudios doctrinarios sobre el tema.

Sabemos que la Corte Suprema, en una de sus facultades, fue ideando medios alternativos a las vías ordinarias, más expeditivos y rápidos para reponer derechos lesionados.

Hasta 1957, cuando se lesionaba un derecho, se tenía que seguir la vía ordinaria, el HABEAS CORPUS fue hasta este momento la única garantía expeditiva y rápida para accionar frente a la afectación de la libertad corporal.

En este año aparece el caso “Siri”, que va a significar el primer reconocimiento pretoriano al recurso de amparo, para la tutela de otros derechos fuera de la libertad corporal.

Caso Siri:

Siri era editor del diario “Mercedes” que explica que desde enero de 1956 su periódico se encontraba clausurado con custodia en el lugar, por lo que temía que sus ediciones se vean amenazadas.






Derecho a trabajar.

Siri invoca la violación del: 
Derecho de propiedad.






Derecho de libertad de prensa.

Interpone “HABEAS CORPUS”

En primera instancia no obtiene resultado favorable por entender el juez que el hábeas corpus solo protege la libertad corporal.

En la cámara de apelaciones es rechazado el recurso por entender que como ya se había retirado la custodia permanente al diario, la acción carecía de actualidad y fundamento, ya que no existía restricción alguna que afecte al recurrente.

Siri interpone recurso extraordinario invocando la violación de principios constitucionales, el cual es concedido por la cámara.

La CSJN en voto mayoritario sostiene que basta la comprobación de que los derechos invocados estén violados para que sea reestablecido por los jueces utilizando la garantía constitucional, sin que pueda alegarse en contrario, la inexistencia de una ley que la reglamente.

Las garantías protegen a los individuos por el solo hecho de estar consagradas en la constitución nacional.

La corte realiza una interpretación extensiva del Art. 33 CN y hace surgir el AMPARO. Entendiendo que un derecho de raigambre constitucional, sin ser necesariamente la libertad corporal, requiere también de una herramienta expeditiva y rápida.

En disidencia se manifiesta el ministro Herrera, sosteniendo qu el hecho que el habeas hábeas no proceda en ciertos casos donde se invoca una garantía constitucional, no quiere decir que no existan medios para reponer el derecho invocado, el recurrente tiene las acciones civiles, convenciones administrativas y criminales correspondientes.

Este caso se convierte en un verdadero “leading case” ya que importa el primer reconocimiento del amparo preventivo como garantía expedita y rápida, para reponer otros derechos que no sea necesariamente la libertad corporal.

Simultáneamente sujeta la procedencia del amparo a dos condiciones:

1. Que el derecho este tutelado por la constitución nacional.

2. Que el acto que viola, lesiona o altera el derecho provenga de autoridad publica.

En 1958 la CSJN debe resolver otro caso similar “kot”.

Cuando la corte resuelve este caso, la situación social ya no era la misma, no era solo el Estado el que atentaba contra los derechos de los ciudadanos, sino también los particulares, los sindicatos, etc...

Los jueces tienen en cuenta esta situación nueva, ya no era la relación directa Estado – individuo, sino que se interponían en esta relación entidades intermedias, que muchas veces abusando de sus poderes lesionaban derechos fundamentales.

Y cambia la doctrina que había establecido en Siri en cuanto a la admisibilidad del amparo, sosteniendo que hay que analizar “la lesión”, y no de donde proviene: “no importa con qué se mató, sino que se mató”

Caso Kot:

Kot era el dueño de una hilandería que había sido tomada por sus empleados en solidaridad con otros trabajadores.

Kot interpone “recurso de amparo” invocando a “Sir” y alegando violación del Derecho de libertad de trabajo, Derecho a la propiedad y Derecho a la libre actividad.

La Corte va a decir:

· Que no importa distinguir si la lesión proviene de una autoridad pública o de particulares, en función de la existencia de una garantía implícita (Art. 33) que protege a todos los aspectos de la libertad individual.

· Que si bien es cierto que en la CN de 1853/60 las garantías tenían como fin inmediato la protección de los Derechos esenciales del individuo contra los excesos de autoridad pública, no hay nada, ni en la letra ni en el espíritu de la ley que permita afirmar que la protección de los derechos humanos está sólo circunscripta  a los ataques de autoridad pública.

· Además no hay que dejar de lado que hay una 3ª categoría de sujetos (además de los individuos y del Estado) que son los sindicatos, las grandes empresas, etc, que acumulan poder económico y que muchas veces con sus actos lesionan derechos constitucionales.

· Que aparte la Declaración Universal de los Derechos Humanos señala en su artículo 8: 2toda persona tiene derecho a un recurso efectivo que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la CN o la ley”.

· Se pregunta ¿cómo deben proceder los jueces cuando aparezca de modo claro y manifiesto una restricción ilegitima a un derecho esencial? 

Llegando a la conclusión que son ellos quienes deben otorgar un recurso efectivo con sumarísima prudencia, para no ahondar en cuestiones que impliquen mayor debate.

· Concluyen que en el presente caso aparece de modo claro y manifiesto la ilegitimidad de la ocupación, así como el daño grave e irreparable, consecuencia directa de esta situación. Por lo que declaran admisible el recurso de amparo dedo que se reúnen los requisitos necesarios.

Voto en disidencia:

(Lamadrid y Oyanarte) 

· Sostienen que la garantía constitucional es un derecho publico subjetivo reconocido al hombre frente al poder publico, es decir que es una limitación a la autoridad estatal, por lo que el amparo procede solo frente a la lesión de estos derechos por parte del Estado.

· Que el derecho que alega el Sr. Kot no es mas que un derecho de dominio, y por lo tanto un derecho subjetivo privado que se origina de las relaciones entre particulares.

· Que si se admite que el legislador amplíe la esfera de acción del amparo, pero no que los jueces tengan la misma potestad ampliatoria.

· Que Kot no interpone el amparo por que no exista otro medio expeditivo previsto por la ley para la tutela del derecho, sino que éste estuvo a disposición del propietario, “la inmediata desocupación del inmueble”, y fue utilizado sin éxito.

· Por lo tanto no es admisible en este caso el recurso de amparo.

En 1962 la Constitución provincial de Santa Fe en su artículo 17 contempla el amparo contra todo acto lesivo de autoridad pública y para derechos reconocidos por la CN. Este artículo va a ser reglamentado recién en el año 1990 por la ley 10.456.

En 1966 se promulga la ley nacional 16.986, reglamentaria de la acción de amparo. En este año se contaba con :

a) en el ámbito jurisprudencial, con dos leading case como “Siri” y “kot”, donde la Corte había establecido la procedencia del recurso de amparo frente a la manifiesta ilegitimidad y arbitrariedad de una lesión a un derecho esencial reconocido por la CN, proveniente de autoridad pública (“Siri”), y de particulares (“Kot”).

b) En el ámbito provincial, sumaban 17 las provincias que regulaban el amparo en sus Constituciones, y aún ante la falta de preceptos constitucionales, los tribunales aplicaban el amparo en función de su admisión en el ámbito federal.

En 1967 se completa la regulación legal en el CPCCN ampliando el alcance del amparo a actos de particulares.

LEY 16.986

El artículo 1ª de la ley indica a procedencia del amparo, sostiene que habrá acción de amparo frente a:

1. acto u omisión

2. de autoridad pública  (no contempla a los particulares)

3. que en forma actual o inminente.

4. con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta.

5. lesione, restrinja, altere o amenace.

6. derechos implícita o explícitamente amparados por la CN.

La ley exige que el perjuicio sea real, efectivo, tangible, concreto e ineludible. Se excluyen así los perjuicios imaginarios.

Además, la ley exige actualidad, no se puede admitir un amparo para juzgar hechos pasados, esto se desprende de la finalidad misma del instituto, que la de ser un medio expedito y rápido para reponer un derecho que haya sido lesionado.

Se a interpretado que la actualidad a la que se refiere la ley implica que el comportamiento estatal que se analiza a través del amparo tenga vigencia al tramitarse la acción.

Lo que hay que tener en cuenta es que con la expresión “actual e inminente” la ley contempla tanto a la lesión como a la amenaza cierta.

En cuanto a la “arbitrariedad e ilegalidad manifiesta”, basta una de estas razones para la viabilidad de la acción, sin perjuicio de los demás requisitos legales. 

Se entiende por “ilegalidad” lo ilícito, es decir los actos u omisiones de autoridad publica manifiestamente opuestos a la ley.

La doctrina a entendido que el alcance de la ilegalidad esta dado por las normas del derecho positivo, es decir que en el amparo se puede discutir, tanto una resolución ministerial, un decreto, una ordenanza, así como naturalmente una ley del congreso.

En cuanto a la “arbitrariedad”, cabe preguntarse ¿cuando un acto es arbitrario?. En materia de sentencias este vocablo tiene un gran alcance, haciendo referencia a fallos inmotivados, absurdos, irrazonables, injusto, etc.

En materia de amparo:

1. La arbitrariedad debe identificarse con la irrazonabilidad y la ilegitimidad.

2. Puede darse el caso de una ley arbitraria, donde un comportamiento que se adecue a esta ley sería legal pero arbitrario; también acá es viable el amparo. 

En cuanto a lo “manifiesto”, esta es la esencia del amparo, el vocablo hace referencia a que debe tratarse de algo “descubierto, patente, claro”. Es decir que a la lesión, restricción, alteración, o amenazas, éstas deben ser tan manifiestas que no sea necesario abrir la causa a prueba, debe ser “grosera”.

Por lo tanto:

1. la acción admite ciertos mecanismos probatorios. (Art. 7).

2. si se trata de una cuestión compleja de Derecho (cuestiones opinables) o de Hecho (las que requieran amplitud de debate) no será admisible el amparo.

3. tampoco procede el amparo si es necesario para reputar ilegal o arbitrario el hecho lesivo, es menester declarara la inconstitucionalidad de la norma.

Por último la norma contempla sólo las lesiones a derechos reconocidos por la CN, tanto los explícitos como los implícitos (art. 33 CN).

En resumen:

Admisibilidad

· Frente a actos u omisiones.

· De autoridad pública.

· Que en forma actual o inminente.

· Lesione, restrinja, altere o amenace.

· Con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta.

· Derechos o garantías reconocidos por la CN.

Competencia

Será competente el juez de 1ª instancia con competencia territorial en el lugar en donde se exteriorice el acto o pudiere exteriorizarse.

Legitimación activa

· Persona física o jurídica.

· Las asociaciones con finalidad de bien público.

Procedimiento

1. Demanda por escrito, que debe contener: 

- datos personales, 

- individualización del autor del acto, 

- relación entre el acto y el derecho o garantía constitucional,  - lo que se peticiona clara y precisamente.

Además debe adjuntarse la prueba instrumental, y pueden presentarse hasta 5 testigos por parte.

2. Si es admitida la demanda, el juez requerirá bajo pena de nulidad, un informe circunstanciado sobre los antecedentes y fundamentos del acto impugnado, dentro de un plazo prudencial que él mismo fija.

3. Producido el informe, o vencido el plazo, se dictará sentencia fundada, rechazando o concediendo el amparo, dentro de las 48 hs.

La sentencia deberá contener:

· Mención concreta de la autoridad.

· Determinación precisa de la conducta a cumplir.

· Plazo otorgado para su cumplimiento.

La sentencia hace cosa juzgada sobre el amparo. Ésta será apelable, dentro de las 48 hs. de notificada la resolución impugnada.

El juez denegará o concederá dentro de las 48 hs. si el juez deniega, se podrá interponer recurso directo dentro de las 24 hs. desde la notificación.

Reforma Constitucional de 1994. Artículo 43

La convención constituyente al incorporar el Art. 43 le da tratamiento expreso al amparo, que antes surgía del Art. 33 (derechos implícitos), definiéndolo como la acción “expedita y rápida”.

Articulo 43 CN:

“toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista un medio judicial masa idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.”

Análisis del artículo:  

En primer lugar la norma nos señala que será procedente el amparo “...siempre que no exista una medio judicial mas idóneo...”. esto llevó a la doctrina a establecer distintas posturas a cerca de la naturaleza jurídica de este instituto.

a) Amparo  como medio no subsidiario:  el amparo en el único caso que no será viable es cuando exista un medio judicial más expedito y rápido. Si no existe otro medio judicial, no hay duda a cerca de la procedencia del amparo. Y en el caso de que haya otro remedio judicial igual de expedito que el amparo, es el damnificado quien deberá optar.

b) Amparo como medio subsidiario: quienes sostienen esta postura, afirman que si existe un medio judicial por el cual sea posible satisfacer las pretensiones del agraviado como la vía administrativa, no precede el amparo, es decir que el agraviado no tiene derecho a opción.

En cuanto a la autoridad de la cual proviene el acto u omisión, la norma no deja dudas de que estos pueden provenir tanto de autoridad pública como de particulares.

Otra nota distintiva de este articulo es que amplía expresamente los derechos tutelados por el amparo, incluyendo, además de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución, los reconocidos por los tratados internacionales y por las leyes.

Por último los convencionales constituyentes dejaron expresamente autorizados a los jueces para declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funda el acto u omisión lesiva.

Además del reconocimiento del “Amparo Individual” (Art. 43 1ª parte), la norma recoge el “Amparo Colectivo”, ampliándose el campo de protección constitucional a los llamados “derechos de incidencia colectiva”.

“podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen el ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y forma de su organización.

Legitimación activa:

Pueden invocar el recurso de amparo:

· El afectado

· El defensor del pueblo

· Las asociaciones

El afectado

Como en el amparo genérico no estamos en presencia de una persona a la cual se le lesionó un derecho subjetivo, hay que determinar elo alcance que tienen el término “afectado”.

Bidart Campos señala que la norma cuando menciona al “afectado” se está refiriendo a “toda persona afectada”, es decir a “la porción subjetiva en los derechos de incidencia colectiva”.

El defensor del pueblo

El defensor del pueblo va a intervenir en toda causa referida al medio ambiente, al consumidor, etc; y por su puesto el defensor del pueblo no necesita acreditar un perjuicio, sino que tiene facultad de Derecho para entablar la acción de amparo.

Las asociaciones

Como señala el artículo, éstas deben estar constituidas conforme a la ley. La legitimación de éstas figuras está dada en función de que el objeto de la demanda coincida con sus fines.

Derechos tutelados por el amparo genérico:

· Medio ambiente

· Competencia

· Usuario y Consumidor

· Demás derechos de incidencia colectiva

Amparo en el ámbito provincial

Ley 10.456

Esta ley es reglamentaria del artículo 17 de la Constitución Provincial de santa Fe.

Requisitos de admisibilidad.

1. agotamiento de la vía administrativa previa

2. legitimación activa: toda persona física o jurídica, por sí o por apoderado.

3. el plazo para accionar es de 15 días hábiles desde el conocimiento fehaciente de la lesión.

El juez puede declarar la inconstitucionalidad de las normas de oficio o a petición de parte.

Juicio de amparo

1. Se debe interponer la demanda adjuntando la prueba y la documental.

2. El juez debe expedirse en el plazo de 2 días de promovida la demanda sobre la admisibilidad o no de la misma.

3. Si la demanda es admitida, se corre traslado a la contraparte, que debe contestar en el plazo que disponga el tribunal que no puede exceder los 5 días.

Si no es contestada la demanda, se tienen por reconocidos todos los hechos articulados por el actor.

Si la cuestión en debate es una cuestión de Hecho, y hay pruebas, el juez señalará un plazo no mayor a 10 días para la presentación de las pruebas.

4. Vencido el plazo, el juez dictará sentencia en el término de 3 días. Contra la sentencia procederá recurso de apelación y recurso de nulidad, para esto hay 2 días desde la notificación de la sentencia.

